
- es rcr-es iel Código Judicial al prcceso contercioso administrativo,
*w v.4

s:scrl-be ccrrsignar la fianza solicitada por el lcdo. Glra1do, el lr{agis-
-aic Sustarciador considera gue esta solicitud sóIo es procedente,
!c: razones de econornfa prrcesal, cuando la demanda cunple con los
;:=su¡uestos prrcesales necesarios para su admisjlcilidad. De 1o contra-
::c se estarfa efectuando un trámite preliminar sin objeto. Conp en
e- presente caso la denwrda no cunple con los presupuestos legal-es
a ics que re ha aludido anteriornente, cofip 1o es la no autentj-cación
;i: acreditación de la notificación deI acto inpugnador no es procedente
acceder a la solicitud fornn-rlada ¡rcr el r-cdo. Giraldo.

Finalnrente, la Sala obsen¡a que el acto inpugnado, €l rnerrpran-
ao adrni¡rist-rativo AIr No.0923- 90 de 15 de octubre de 1990, ni siquiera
aparece fj¡rnado por guien 1o suscribe, 1o cual se adiciona a los defec-tos
fcrnales gue furpiden la admisión de esta demanda.

kocede ' pues r rlo admitir la denranda de conforrnidad con
io señalado en el artfculo 5l- de la Ley l-35 de L943.

HI consecuencia, el l4agistrado Sustarrciador, actuando en
representación de Ia Sala Tercera (Contencioso Administrativa) de
la Corte Suprerna, adminj-strando justicia en nonücre de la República
f' por autoridad de Ia ky, NO AffiDE a la solicitud fornn¡lada por
e1 Ictlo. Giraldo consistente en que el Magistrado Sustarrciador consigne
f ;anza por gestión of iciosa y IIO ADMIIE la dernanda presentada por
e- Lcdo. Giraldo contra el Mi¡ristro de Conercio e Industrias.

coprESE, \tyIrFrQUESE y CtMpr-,ASE.

(Fdo. ) AI{IURO HOYOS .

(Fdo. ) AI{AIS DE GERNADO.
Secretaria Interi-r¡,a.
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DETCTiB CCNu¡CIM ADUINIS:TR¡ITTVA DE MITJDAD, II{ITERPUESTA POR ELLim. I,AO SAIIIIIZO PffiEZ, EN REPRESED{TACION DE URBANIZADORA FARALLON,
S.4., PARA QUE SE DEtrLARE NUIA POR ILEGAL, ffi, ACTA DE FECHA 7 DE SEPTIEM-
3FE DE 1976, FORMALIZADA POR IA DIRffiIO¡{ GENERAT DE CATASTRO DM,
!"rrl¡TSTERIo DE HACIED¡DA Y IESORO, y PARA QUE SE HAGAN CIfRA,S DECI,ARACICE{ES.
I"SGISTRAD PCD¡EI{TE: ARIIIRO [prc) .

GI.¡TENIm JURIDIO._

Sala Tercera. Cont.Mmi¡ristrati-vo.
Demanda Cont.Admi-nistrativa de nulidad.
Nulidad de un Acta de Ia Di-rección de Catastro
del Ministerio de Hacienda y Tesoro, sobre nedidas
y I j¡rderos .
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Carácter particular y subjetivo del astxtto. Diferen-
Cias entre la denranda contercioso adrnlnistrativa
de nulidad y la de plena ,¡rrrisdicción. No viabilidad
de Ia dernanda propuesta.
(Hay Salva¡rento del mag. CESAR QUIDÍIffiO) .

No se config.rra en este casor en forrna ¡nlrnariat
uno de los presupuestos procesales del proceso
contencioso administrativo de nulidad3 qlue el
acto admj¡ristratlvo inpugrnado no afecte orclusivanen-
t€ situaciones Jr,rrfdicas individualizadas sino
i-ntereses de tipo general y abstracto. Et este
c¿lsio, eI denrandarrte persigrue el restablecimiento
de su derecho de propiedad sobre urla firca especffi-
c€rr que se dice afectado por un acto realizado
en L976, nediarrte urra denranda de nulidad presentada
en 1989, cuando a todas luces habfarr transcurri-do
los dos rreses de plazo para prorp\¡er un pr@eso
contercioso-administ¡ativo de plena jurisdicci6n,
única vfa procedente para obtener Ia reparación
de derechos subjetivos, gue es la finalidad gue
persigrue eI dernandante.

$$$$$$

CORTE SUPREMA DE WSTICIA.
PAITAMA, DIETrSIEIE (17) DE
(1991).-

VISTOS:

SAI,A IERCERA. (CODilIEb€IOSO AD4INISTRATI\¿A) .
ENERO DE MIL NO\EPIENIIO.S NCI/EDüIA Y UI\¡O.

El lcdo. I¿ao Santizo P&ez, actt¡ando en representación de
URBAI{IZADORA FARAtrcD{¡ S.A., ha interpuesto dernanda contencioso adminis-
trativa de nulidad crcn eI objeto de gue se declare nula, por ilega1,
eI acta de fecha 7 de septiembre de L976 forrnalizada por Ia Dirección
Gerreral de Catastro del Ministerio de Hacienda y Tesoro, y para gue
re hagan otras declaraciones.

El objeto de la demanda Io constituye Ia declaración de
nulidad de1 acta de fecha 7 de septienbre de L976, forrnalizada por
Ia Dj¡ecci6n Ceneral de Catastro del t"linisterio de Hacienda y Tesoro
con relación a Ia rectif icaci6n de lirderos y nedidas de la f irca
1Io.5740, Tonr¡ 550, folio L82, propiedad de Ricardo Arango Arias ' en
la cural se ordena la j¡rscripción nediar¡te escritt¡ra pública de dicha
rectificaci6n en el Registro Público.

A juicio de la Sala el apoderado judicial de la parte actora
incr:rre en un grave error al ccnfundi¡ la dernanda contencioso adminis-
t-rativa de nulidad con la de plena jurisdicci6n. Ello es asl por cuanto
gLre el acta gue se preterde registrar y la dernanda presentada en su
contra tienen conrc objeto la- proterción de intereses de carácter parti-
cular o sulcjetivo solanente srrceptible de inpugnación por nedio de
una dernanda contencioso administrativa de plena jurisdicción y no
a través de una dermnda contercioso administrativa de nulidad, por
lo cual la vfa utilizada I a juicio de quienes suscribenr Íro es la
@rrecta.
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/ Se debe precisar, ante todo que, si bien ambos tipos de
demanda persiguen la declaratoria de nulidad del acto administrativo
inpugnado, la denranda contercioso adrnlnistrativa de nulidad y la demar¡da
contencioso administrativa de plena jurisdicción presentan diferentes
caracterfsticas, las cuales se pueden descrjJcj¡ en los sigruientes
términos:

a) Fi¡alidad: La denrarda de nulidad cuestior¡,a la legalidad
del acto protegiendo dicha legalidad desde un punto de vista objetivo.
Presen¡a el orden jurfdico abstracto. La denranda de plena jr:risdicción
cuestiona la legalidad del acto admj¡ristrativo protegiendo el derecho
sulcjetivo del denandante lesionado por el acto de Ia administración
en vfas a Ia declaración de nulidad de dicho acto y el restablecimiento
de ese derecho. Nuestra jurisprudencia ha aceptado que se fornn:len
dernandas de nulidad contra actos que crean situaciones jurfdicas indivi-
duales tratándose de actos condición (por ejenplo, decretos de nombra-
miento de sen¡idores públicos) .

b) Demandante: Sr la dernanda de nulidad puede demandar cual-
guier persona, natural o jurfdica, phlclica o privada, dorniciliada
en Panarná. En 1a dernanda de plena jurisdicción sólo puede demandar
aquella persona cuyo derecho se vea lesionado por eI acto administrativo
J-mpugnado.

c) Ia pretensión: Er Ia demanda de nulidad se pide únicanente
Ia declaración de nulidad del acto administrativo. B1 Ia denranda de
plena jurisdirción' adernás de la nulidad del acto, se dernanda el resta-
blecirniento de1 derecho sulcjetivo lesionado. '\---

\d) Inten¡ención de terceros sr eI proüeso: El'r Ia dernanda
de nulidad cr.ralquiera puede j¡rten¡enir corc te¡*ero. Hl la dernanda
de plena jurisdicción sóIo se Ie permite interúeni¡ conrc tercero a
quien denn¡estre un interés directo en el proceso.

e) Facultades deI juez: Hr la dernanda de nulidad se confronta
el acto inptqnado con la norma infringida estando el juez facultado
sólo para decretar Ia nulidad del acto inpugnado y para dictar disposi-
ciones en reerq)Iazo de las anuladas. En la dernanda de plena jr:risdicci6n
se confronta eI acto inpugnado, €l derecho subjetivo lesior¡,ado y la
norrna infringida est¡ndo eI juez facultado para decretar 1a anulación
del acto y , adenás, para ordenar el restablecimiento del derecho sr:lcje-
tir¡o lesionado.

f ) Prescripción: En la denranda de nulidad no hay Lérmino
de prescripción, puede interponerse en cualguier nrrnento a partir
de la notificaci6n, expedición o pulclicaci6n de1 acto adminietrativo.
Ia dernanda de plena jurisdicción prescriJrc dos rreses a partir de la
Erblicación, notificación o ejecución de1 acto administrativo inpugrnado.

g) Susperrsión provisior¡,aI: En Ia dernanda de nulidad la juris-
prudencia reciente ha sostenido +re prrcede esta nedida, cuando el
acto inpugrnado en forrna nranifiesta pueda causar perjuicios a la colecti-
vidad , y si no respeta eI principio constitrrcional gue establece la
separación de las funciones ejecutivas, Iegislativa y judicial. Ex
la denranda de plena jurisdicción es necesario probar la ocistencia
de un perjuicio grave y actual para el dernandante o que el acto sea
nwrifiestarrente contrario a la ley para que sea procedente la suspensión
provisional de1 acto impugnado.
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h) Carácter del acto inpugnado: La denwrda de nulidad se
interpone contra actos de carácter general o abstracto. Ira dernanda
de plena jrrrisdicción se interpone contra actos de carácter particular,
gue afectan sitr¡aciones jurfdicas irxlividuales o concretas.

i) Natr¡raleza de la serrtencia: Hx la denranda de nulidad
la sente¡rcia anulatoria es declarativa. Ei la denranda de plena jurisdic-
ción, si se acoge Ia pretensión, la sentercia es de conder¡a.

j ) Efectos de la sentencia: E:r la den¡anda de nulidad la
sentercia anulatoria prodtrce efectos erge onnes, es decir, contra
todos en general. La denranda de plena jurisdicción afecta úrricanente
a quienes la interponenr €s deci¡, tiene efectos inter-partes, al
rnenos er¡ 1o que se refiere al restableci¡niento del derecho.

\,"...-
\ L,a jurispntdencia ha sostenido igrual criterio en refererrcia

a la interposici6n de est¿s dernandas a saber:

"19. IOS RrcURSOS DE NTLIDAD Y DE PLENA JURISDICCIODÍ.
SUS DIFEREDrcIA.S CARACTERISTICAS.

El recurso de nulidad puede proponerse úr¡ica-
nente contra actos de Ia administraciónr tales
corrp Decretos, Resoluciones, Acuerdos y Resoluciones
que contenplen siü.raciones generales. El contencioso
de plena jurisdicción puede proponerse contra
actos admi¡ristrativos gue afecten o rmlneren derechos
subjetivos. Ira "acción popular" puede ejercerla
cualguier persona natr¡ral o jurfdica, nacional
o extranjera; la de plena jurisdirci6n pueden
proponerla las personas afectadas por el acto.
Ia prinera puede ejercitarse en cualguier tienpo;
la segrurnda, sóIo derrtro de los dos rreses siguientes
a la pulclicación, notificación o ejecución del
acto. Ex la denranda de anulación sólo cabe peaj¡
la declaratoria de ilegalidad del acto acusado;
en la de plena jurisdicción cabe con Ia declaratoria
de ilegalidad pedir , a la vez, 1as prestaciones
a gue se aspira. Ira sentencia gue le pone fin
al recurso de nulidadr s€ limita a declarar Ia
ilegalidad o legalidad del acto acusado; la senten-
cia que decide el recurso de plena jurisdicción,
llarnado tanbién acción privada, declara nulo eI
acto acusado con la finalidad de restablecer el
derecho rmlnerado. De todo ello se sigue que el
resurso en que se pidió no sóIo la ilegalidad
del acto, sj¡ro tanbién la indenurización o reparaci6n
de los daños gue el acto ha ocasj-onado o pued a
rcasionarr canfigrura e1 recurso de plena jurisdic-
ción; "la arción popular",
a obtener Ia declaratoria

canbio, está limitada
ilegalidad del acto,

con 1o cual se restabalece el orden jurfdico.
(V. Sentercia de 6 de septienbre de L96L. "Reperto-
rio Jurfdico. " ¡ino 1961- r No.9. Abril- Diciembre.
Página 62L) ."
(I'ORGAN, Eduardo. Los Recursos Contencioso Admj¡ris-
trativos a. mti
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Talleres Gráfi-cos. Centro de Irrpresión Edrrcativa.
Panamá . L982. p. 290. )_/
Igual criterj-o ha sostenido recientenente la Sala Tercera

Ia Corte Suprerna en autos de 26 de diciembre de l-990 y 3f de diciembre
1990.

Ex eI presente €so se percibe claranrente gue la denranda
gue procede es la conterpioso admj¡ristrativa de plena jurisdicción
puesto gtre se trata de r¡r¡a situación concreta en donde se ven lesior¡ados
derechos sr.rlcjetivos o partlculares, especfficanrenLe eI derecho de
propiedad , yd gue eI dernandante alegra gue el acta inpugrnada disminuye
ffsicanente los li¡deros y nredidas de dos fircas en particular, la
finca No. 9391- j¡rscrita aI tonp LL20 folio 482 y Ia firca No. 9064 ,j¡rscrita al tonp L054 folio L68, a¡nbas de la Sección de Ia Propiedad,
provincia de Coclé, las cuales son propiedad de la Sociedad Urbanizadora
Farallón, S.A. debidarente representada por eI señor lldefon". c, Rian'-le
Peñar qpien se constituye en Ia parte denrandante en este proceso.
De 1o ar¡teriorrente ocpresado se colige gue eI dernandarrte y ia sociedad
a Ia cual representa se ven afectados en sus intereses personales
por un acto de carácter particular, por 1o cr:al no es viable r:na delnanda
de nulidad.

No se configrra en este, caso, en forma palnraria, uno de
los presupuestos procesales del pr@eso contencioso-adrninistrativo
de nulidad: gue eI acto admj.nistrativo inpugrnado no afecte erclusivaner¡:
te sitt¡aciories jurfdicas individr:alizadas sino intereses de tipo general
y abstracto. Ex este caso, eI den¡ar¡darrte persigue el restablecimiento
de su derecho de propiedad sobre una fi¡ca especffica, que se dice
afectado por un acto realizado en 1976, nediarrte una denranda de nulida,l
presentada en 1989, cr:ando a todas lrrces habfar¡ transcr¡rrido los dos
IIEses de plazo para prorrpver un proceso contencioso-adrn:j¡ristrativo
de plena jurisdicción, única vfa procedente para obtener Ia reparación
de derechos sr,rbjetivos, que es la fi¡¡alidad que persigrue el dernar¡dante.

Hr consecuercia, la SaIa Tercera (Conterciose Adrnlnistrativa)
de Ia Corte Sr.rprerna, administrando justicia en nombre de la Repúülica
y por autoridad de la f-ey ' DEEIARA ldo VIABüE la denranda contencioso
administrativa de nulidad presentada por el Icdo. Lao Santizo pérez
en representaci6n de Urbanizadora Farallón, S.A.

coPrEsE, tüclIrFrQUESE y CuMpr,ASE.

(Fdo.) ARIURO HOYOS.

(Fdo. ) EreARm MOLINO [tlOLA. (FdO. ) CESAR QUINIERO.

GERD{AM.
Interina.
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SEúVEUEÑIO TE \PIO IEL UEGISTRATD CESAR QUIIiüIErc.

Pon nedio de providencia de 13 de febrero de 1989 la Magistra-
da Sustaraiadora acogió Ia denranda contencioso- administ¡ativa de

A$IAIS DE
Secretaria
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nulidad, ilterpuesta por el l-cdo. Lao Santizo Pérez¡ €rr representación
de URBANIZADRA FARAtrcD{r S.A., para que se declarara nula, por ilegal,
eI acta de 7 de septí,embre de L976 forrnalizada ¡nn la Di¡erci6n General
de Catastro del l¡ü¡risterio de llacler¡da y Tesoro. tt{ediarrte dicha acta
se dispuso una rectificaci6n de Li¡deros y nedidas de Ia finca 5740 |
tonp 550, folio L82 de La Provi:rcia de CÉlé, de propiedad de Rlcardo
Arango Arias, y se ordenó Ia lnscripci6n nediante escritura pública
en eI Registro Público de dicha srrpuesta rectificación de linderos
y nediCas de Ia citada fi¡ca.

El Procurador de Ia Adnui¡ristración solicitó revrcatoria
de Ia provj.dercia gue acogi6 Ia dernaruJa.

l,lediante otra pror¡idercia, de 29 de rnarzo de 1989, la l,tagis-
trada Sustarciadora rnantt¡¡o su resolrrión originaria de admisión de
Ia susodicha demarda.

El Eocurador apel6 arrte la Sala Tercera de la resolución
nediarrte Ia cr¡al la Sustarciadora admiti6 la suestionada dernanda.
Adujo' entre otras razones, que: "El dernandante es parte i¡rteresada
en Ia declaratoria de nulidad del acto gue se acusa de ilegalidad". . .
Añadió q¡ue: "En consecuercia, se cerrtra hhabilitado para J-nterponer
eI tipo de dernanda conentada , yd que la acción popular supone en eI
actor qcclusi6n de derechos sr:bjetivos". . . Por otra parte, indicó
gue "se da Ia cirsur¡starcia de gue el acto actrsado ya produjo sus
efectostt.

La parte actora se optrso a la apelación del Procr¡rador aducien-
do gue el acta inpugnada adolecfa de "vicios profurulos de ilegalidad
que conllevan su nulidad absoluta"... Por 1o gue 1o procedente era
la "acción contencioso-administrativa de NULIDAD'' .

El dernardar¡te agreg6 las sigruientes alegaciones:

"Frente a una acción de la natr¡raleza irpoada
por la sociedad de¡nandante, en Ia gue se persigue
Ia declaratoria de ilegalidad en el plano objetivo,
dado gue el acto administratir¡o inpugrnado es escan-
dalosanente irregular e ilegal r Do sólo en su
aspecto forrnal (donde no se notificaron todos
los colindantes e ircluso el úruico notificado
es ilegftim)), sino tanbién en el fondo, toda
vez gue se solicit6 una aparente verificación
de linderos por vfa administrativar y por el contra-
rio, result6 ser adjudicación de nuevas fajas
de terrenos y 1o grave, irrcluyendo tierras baldfas
y playastt. . .

En respuesta a 1a apelación del señor Procr-lrador, €1 resLo
de Ia Sala Tercera (Contercioso- Administrativa) de Ia Corte Suprerna,
CC[{FIR!,!í) "en todas sus partes Ia Resolt¡ción fechada el L3 de febrero
de l-989, dictada por la l4agistrada Sustanciadora".

Arrte la admisi6n reiterada, fi¡ral y definitiva de 1a aludida
denranda, €1 Procr¡rador de la Administ-ración cunplió qcn su deber de
emitir concepto, lo cual hizo por nedio de vista de L7 de novienbre
de L989. Et dicha vista, el Prosurador deferxiió en toclas sus partes
el acto administrativo inpugnador corrD si se trat¡ra de una dernanda
de plena jurisdicci6n.
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Cuando, debido al cambio de Magistrados de la Corte Suprerna
en enero de f990 , trr,ó al suscrito ser Susta¡rciador de la pendiente
demanda, debfa forzosamente prrceder a fallar en el fondo. Rresr Pof
todo 1o oplicado, Di eI Sustanciador ni la propia SaIa podfan ni
pueden en esta fase final del proceso DEIXARAR ¡üO VIABLE la ya admitida
y prinxxdialnente tramitada dernanda.

Esta es una de las razones por Ias que disiento de la decisión
adoptada por Ia rnayorfa de ]os Magistrados de esta Safa.

En cuanto al contenido de Ia Resolución de la rnayorfa, advier-
to que en ella se hace una detallada distinción de las caracterfsticas
de 1o gLre en Panarná henx¡s dado en llarnar contencioso- admj¡ristrativo
de nulidad y contencj-oso-administrativo de plena jurisdicción, siguiendo
a nredias Ia denomirnción francesa y Ia colombiana.

Estinrc j-nteresante este esfuerzo clasificatoric., pcrque
contriJruye, sjrr duda, a despejar gradualnente ciertas particr:laridades
de estas dos ncdalidades tradicionalnrente de Ia justicia admj-nistrativa.
Y a fin de contrjJcuj¡ a esta labor aclaratoria, rne permito hacer las
obse¡¡¡aciones siguientes :

a) Tanto en Francia conp en Colonbia se ha desechado Ia
vieja y rfgida tesis de gue eI conterrcioso de arrulación sóIo cabfa
con respecto a actos administrativos de carácter general y que el
de plena jr:risdicción sóIo prrcedfa en suanto a actos administrativos
particulares r cofrcretos o individualizados. Elt 1o que corrcierne a
Pana¡ná, nuestra jurisprudencia no sólo ha aceptado denrandas de nulidad
contra Io que Gastón JEZE f larnó "actos condición" , sino tarnbién contra
otros actos creadores de sitr.raciones jr.rrfdicas individualizadas. Rledert
citarse varios ejenplos gll€r infortunadanenter fro tengo en este nprnento
a rrErno. Por ello, rre lirni-to a recordar Ia Serrtencia de 16 de septiernbre
de L975, nediante la cual la SaIa Tercera (Conterrcioso- Aüninistrativa)
de la Corte Suprerna acogió, y faIIó a favor de Ia denrandante, ld acción
contencioso- administrativa de NULIDAD interpuesta por H,VIA LEFEVRE
DE WIRZ, a través de la firrna STCRE & StrcRE, para que se declarara
nulo eI juicio ejecutivo por jr-rrisdicción coactiva segruido por Ia
Administración @iona1 de Ingiresos (Zona Oriental ) a Ia Sociedad
R.hI. HMARD CO. OF PAI{AMA.

Con respecto a este caso, es j:nteresante recordar que dicho
juicio ejecutivo por Jr:risdicción coactiva culrnlnó el l-o. de agosto
de L972 con la diligencia de remate y eI auto de esa rnlsrna fecha,
nedianLe el cual se adjudicó al l.cdo. José Edgardo Erhrnan, por 8/.2.505.00,
una firaa consistente en. un terreno de 979 netros cr¡adrados ubicado
elr el barrio de Bella Vista de Ia ciudad de Pana¡ná; y que cr¡ando fue
interpuesta la denwrda ya eI señor Erhnnn habfa vendido Ia finca por
un valor diez veces rrnyor de aquel por eI cual la obtuvo.

El lcdo. Erhnran, quien inten¡i¡o conrc tercerista, fornrul6
excepci6n de prescripción de 1a acción de la señora de WLxz, partiendo
de Ia premisa de gLre Ia acción est¡ba er¡caminada a obtener una repara-
ción por lesión de derechos sulcjetivos. A ello expresó Ia Corte gue
"se ha recr.rrrido a Ia acción de ilegalidad objetiva por erpontrarse
de por rredio, fr-rndanentalner¡te, la lesión de la l"ey gue debi6 seguirse
err el proceso que se impugna i y t claro está, sf esto recae en definitiva
también sobre derechos subjetivos de Ia demandarrte' eJlo no Ie resta
ni desplaza la dirección procesal escogida".
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b) Está, sin duda, en perfecto acuerdo con la práctica seguida
en Panamá a este respector gu€ en el conterrcioso llarnado de "plena
Jr-rrtsdiccl6n" sólo pueda dernandar $rien se halle lesionado por el
respecüivo acto admi¡ristretlr¡c. Pero resulta inadrnlsil¡le la tesis propug-
r¡,ada -incluso, a veces, por Ia Procuradr.¡rfa de 1a Adrnlnistración y
por la Sala Contencioso Administrativa- de que qpien está afectado
por un acto adrni¡ristrativo no puede interponer dernanda de ilegalidad
contra dicho acto, porque "Ia a@ión popular supone en el actor e<clusión
de derechos subjetivos". . . Y es que, si Ia acción púrblica contencioso-
admj:ristrativa puede ser ejercida r'¡ror cualguier persona rntural
o jurfdica domicill-ada en e1 pafs" r náda zuede fnpedix gue la ejerzüL¡
y con rn¿tyor taz6n, las personas afectadas por el respectltrc acto adrdJtis-
tratilrc. Reconozco, desde luego, que según la tradici6n parnneña y
colonbta¡ra, el actor en estos casos ha de llmltarse a solicltar la
sinple anulacfón del acto.

c) La Constftlrcl"ón, conrf, es sabLdor no tubla en f,orrna al.guma
de contencioso- admi¡rist¡atfvo de anulacl-6n o de nulidad nl de plena
Jurtsdicci6n o de restabLeclmienür. Por tantor rro establece distlrci6n
a este respecto q¡ardo atribuye a Ia Corte Suprerna Ia facultad, entre
otras, de "estatuj¡ nuevas disposicj-ones en reenplazo de las inpugnadas".
Sj.tr ernbargo, la jurispnrdercia y la doctrina, tanto en Colonbia cprn)
en Panarná, han sido j¡rvariables en cuanto a q¡ue Ia autoridad Contencioso-
Admtnistrativa sólo ha de dictar actos en reenplazo de los anulados
cr¡ando se trata de procesos contencioso- admj-nistrativos de plena
jurisdiccj-ón. Por tanto, en los de nulidad la autoridad conpetente
se lirn:i-ta a declarar la legalidad o ilegalidad de1 acto; y t en consecuen-
cia, a ar¡u1arlo o no anularlorsiJl npdificar el acto en forma algrurn.

ml La Sala Tercera de la Corte innediatarTente anterior a
la acüral introdujo la práctica de gue s61o en las denwrdas de plena
jurisdicción cabfa la suspensión provisional de r,¡n acto adrnlnistrativo.
De esta rrEnera desestimó la t¡adición, seguida, tanto por el antiguo
Tribunal de 1o Contencioso-Adnixistrativo conl¡ la Sala Tercera de
Cortes anteriores. R¡es, segrtin aguél y éstas, Ia suspensiión prwisional
podfa ser acordada, de acuerdo con las cj¡cunstarrcias, tanto en actos
de carácter general corrp particular e indeperrdientenernte de si la
denranda era de nulidad o de plena jurisdicción. FIay nurerosos casos
sobre el ¡:articular gue en um rcasj-ón tuvinps oportunidad de invocar,
si éxito' ante Ia Sala Tercera de la Corte anterior. Afortunadarnente,
Ia actual Sala Tercera ha restablecido, con muy cuidadosos razornmientos,
1a factibilidad de suspender provisionalnente ciertos actos, tanto
en demandas de nulidad cornr de plena jr-rrisdicción. t

{
e) Ia generalizada tendencia de establecer una tajante lfnea

divi-soria entre el contencioso- admi-nistrativo l larnado de nulidad
y el denominado de plena jurisdicción, ha l levado tradicionalnrente
a sostener que en la dernanda de nulidad la sentencla anulatoria produce
efectos erga ornnes i mientras que la decisión en la denranda de plena
jurisdicción sólo produce efectos inter p-artes. Esto en principio
es asf ; y la diferenciación tiene un valor didáctico. Pero eI pri-ncipio
no es absoluto. Asf tenenps que en Colombia, donde Ia últirna Ley sobre
1o Contencloso- Administratir¡o entra a regular nn¡chos detal les , eI
jurista BEIATUR-JAITAMILIP dice lo sigruiente:

"n1 el contenci-oso de arrulación la sentencia anula-
toria produce el efecto de cosa juzgada erga orruxes;
el acto desaparece asf del ordenaniento jr:rfdico
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É.rente a t.crjo el rnundo. 51 la :erit:ery;ia e; de¡;e:;ti-
nat-or j.a praJucirá" ese misnk.) efe.:'[ o (de cusa jr.rzgacla) ,
pero só.lo en rela:ión c:cr, la causa prelendi -ir.rzgada
lar t . 1 7l-. , inc i.sc;s tc: . :)' 2c>. ) .

Y a rengldn seg ridc, r*:f ir iéi:dose a1 '-oltencioso de plena
jrrrisCicc.ión lqr:r: e.n qslurnk;r.e. ahrr.>ra I la¡ruin c¿>nte.m:,j-oso de rest¿bleci-
miento) cli.r-:q s1 a:rtor lo siqri.errt.e:

"En e I lcont*nc ioso ) de r es t¿l: I ex; imi ento la cosa
'iuzgada r cort r elac ión- al ef e.;:t;c reparador, se
lr¡nj.t¿ a las partes \frie jnteu.-r'in-i.el"ori en el prq;eso
Y obLl¡r"rier cr- Ia ier; lar tcrón a su fa.,'(x f ar t . 1,'75 ,
inciso lo) " En cran'rbi.r, .l,a C*; I aratoria cje n'l I j-rjarl
asf obter:j-cla, cir¡ú t::* el de sinple nulitlacl, tenclrá
efeCl¡s jr7ui,r1ff€n1":e ,:lgd cmnes larL. l;.j, 1r...!.s;
lo. ) ((,f'r C,arlus RHI AM. t- fi * .--TARAMILT*O . Denecho
Procesal A.dnl ylist-rati.r¡o, Rogr:tá , ?a. €xi. 198ct
P, 17. Sttrf aYa ei S¡lsqr jt;c) '

Ccrxr es sabido, la escisj,ór. (sic) de la -irrgt ici.a administrati-
va en clos procesos furrdanental es es creación f rancesa. Sin embargo,
en Francia exisLen lioy ace¡iLlndas y mtiltiples <iiscrepancias a este
respecto' De ah¡f eü€, segrrn $AY:AGUES I-Am: "La diferencia de opinicnes
y ia conq.r)eii.1arl Cel p:ohlerne e,r: t^al , ctire re.:;r-r112 rlif ic. j I esc{Jernatizar.
los clist:ini:os c1t:iteri,Jq " ,

Con t":xl<¡, c'it.€ autc;r tiace'ur esf,rerzc para resurni¡ alqimas
de .l-as pri ncipa.-Les C j-f e'- tinc'j ¡ c de o¡ri,n j o",es entre I r:s j rrri.stas fr aneeses
en c.uanLo a lcs Cc;;.:,;:la:.iccs "(.c;rite¡:r--ioscs", A.sí, ciir;re:

"EIf la di stinc iór cie. I i";s conLenc iosos Ce plena
jurisdicc-i ólr. ./ ile an¡tl ¿cicn q ie sue len cler,:-1"'lj narse
ccnLenc ics;c g:i.19 ir¡¡-l;i'g )" c;h.,,ret ir.rc I es,IX)._ L ir:¿¡ne¡¡g
exist-en ace:)," i iada: rli"eroenci aF " .

"Fa-ra a.lgrrn<rs er*l-"cres la dJ-sLinr;i,5n r edj-ca en
lcs p-.'Ieres del j-rez c{'te conoce er el re{:l-r-so,
piles en el ccr.:t.e.*'rc j.cso de plerr,a jr::-isd j 

";c ró::¡ aqrfé1
e j erce lcs tr;tCe.t es r,É : ary:, I ics , rnie:ntr as qi le €n
el de an l j ac r5n só l <; n¡ ie:le anu l at t: j act-o; Flara
cLros, La arr: r.']-:r-<- Lc:: €s el cc,nlerrc _i.oso de lot ¿rctos
y el rJe plena "i u isd icción el c,on'Lenciosc dr: los
hechos de e recrrc'i-ón )¡ c1e las consa)x:encias dañosas
de 1os heehos t seqrin c'tr:c.s r €u el. cq:ntenc;icso
Ce anuLacicin se discute el desc:cncci.nient-o de
rrrla regla I eqal y en r,:l de pl ena jrrrrsdicción
el desconccinnj ento de un derecho t a, dicho en
otra for'rna r en :rqrré.1 se picle I a r;cnstatación de
qlle un acto no es ir:r-tCj.can€rt'.:e recn:lar y en éste
la ccnsta"t.eción cle lri rJ*rec'l:o; f.iral nelte eiel;tos
a"utores consideJan clr.re nr) lray clifererc j"a ¡ret¿l
entre annbos contenciosos , los cua -l e.s L j enden a
acer;cal:se" , f Flnriqtre IAI'AGIES I-'ASrl . Tr.f, t ado de
De.recho Admin.j.straLjrrc, Mcntre',ridec , 4a.erl . L 
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Quizá las anotadas discreparcias de criterios errtre los
j'rristas frarceses contriJcuyeron a que 1a ley española de 1o contencioso
admj¡¡istrativo de L956 descartara la referida clasificaci6n francesa,
rp obstante haber sido acogida en España en leyes artteriores.

A este respecto GODüZALjEZ PEREZ elq)resa 1o siguiente:

I'Determi¡ados los actos en relación con los cuales
es admisijcle dernandar a la Administraciónr s€
inponfa regular las prestaciones deducjJ¡les por
las partes, 1o gue plarrteaba Ia suesti6n de si
era o no pertinente, reciJciendo la técnica del
Derecho frarrcés, jxstituj¡ dos recursos distj¡rtos,
calificados de arrulación y de plena jurisdicción.
IÉ ley nc 1o ha considerado necesario ni conveniente,
por varias y ftmdarentales razones".

Después de eq)oner algrunas de las aludidas razones,
el citado autor agrega:

"Por otra parte, la gama de ilicitudes posiJrles
es nn¡cho rnás anplia y variada de 1o que suponen
las categorfas elaboradas por el ordenanlento
jurfdico francés, la difererciación de nptivos
que constituye su contenido res¡rcnde a un fundanento
de división artificioso y falto de rigor lógico,
premisa inorcusable para la certeza de toda clasifi-
cación...Nada justifica, por otra parte, enunciar
una clasificación de las j¡fracciones y que en
las dernandas tenga gue sulcsurni¡se la ilicitud
derrurciada en uno de esos tipos abstractos; 1o
que inporta es si eriste infracción jr:rfdica,
y ante ella rnás j¡rteresa hacer ocpeditiva Ia justi-
cj-a que dificultarla con la inposición de r:n regr-ri-
sito puranente formal r corrD calif icar la infracci6n
precisanente con un nombre determinado, rnáxine
si el error en la calificación puede determinar
que prevalezca eI acto, a pesar de no ser confornre
a Derecho. nl defin:Ltiva, }a ley no considera
que el furdanento de la procedencia de la acción
contencioso administrativa sea distj¡rto, según
los casos. Esencialnre¡rte es sienpre el mj-snro;
gue el acto no sea conforfle a Derecho (Jesús @NZALEZ
PEREZ. La. nueva Ley de la Jr-rrisdicción COntencioso-
Administrativa. Madrid, 1,958 r p. 33. Subraya el
suscrito) .

Es nuy significativo gue el constituyente de L94L, que creó
la jurisdicción contscim- administrativa en Panarná r y el de L946
que la perfeccionó y corrsolidó, se abstuvieran de nencionar los dos
recursos contenciosos fundanentales. De aIlf gue eI artfculo pertinente
de la Constitrrción atriJcuya a la autoridad conterrcioso administrativa,
sin hacer distinción algrurn entre dichos recursos , Ia facultad de:
"anular los actos acusados de itegalidad; restablecer el derecho particu-
lar violado; estatujr nuevas disposiciones inpugrnadas y pronunciarse
prejudicialnente acerca del sentido y alcance de r.rn acto administrativo
o de su valor legal". Y el mj-snc precepto agrega, sin hacer tanpoco
nención de los aludidos recursos, que: "Podrán acogerse a la jr:risdic-
ción contencioso administrativa las personas afectadas por el acto,
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resolucién, orden o disposición de gue se trate; y, en ejercicio de
la acción pfiblica, cualguier persona r¡,atural o jr-rrfdica, domiciliada
en eI páis".

I"a propia ley parnneña sobre lo Contencioso Admi¡ristrativo
se abstiene de hacer r.rna forrnal distinción entre los susodichos recursos.
Asf' Ia Ley 33 de L946, en el artfculo 26, si bien habla de acción
de nulidad es sóIo para indicar que se puede ejercer en cualquier
tienpo; y, en su artfculo 27 , sólo dice que: "La acci6n encaminada
a obtener una reparación por lesión de derechos sr:lcjetivos prescriJce,
salvo disposición legal en contrario, aI cabo de dos rreses, a partir
de la pulclicación, notif icación o ejecución del acto o de realizado
el hecho o Ia operación admjnistrativa que causa La dernanda" .

Tas ocposiciones y las citas gue he hecho no signif ican
en absoluto gue yo n@esari.anente disienta de ta distinción establecida
por nuestra jurisprudencia entre el I]arnado reürrso ,Je m¡-1. j.-rec lj el
de plena jurisdieción. Hx este sentido Ia jurispnrdencia y la doctri¡ra
panane¡a han seg:ido en Io fr.ndarne,ntal a las colombianas ". Pero en
Colombia Ia legislación ha evolucior¡ado I a diferencia de la nuestra.
De ahf que el últinrr Código colonrbiano de 1o Contencioso-Administrativo,
que entró a reglr a comienzo de L984, trai-ga varias innovaciones.
No sugiero que 1as copienps, rri nnrcho nenos.

Pero, sl creo gue es preciso revisar y renovar nuestra legis-
lación contencioso-admi¡ristrativa, de acuerdo con nuestras propJ-as
realidades. Considero, asimisrn¡, que al hacerlo tenganos muy presente
gue la justicia contencioso- administrativa no se debe encajonar estric-
talTente dentro de dos npldes infle><il¡Ies. R¡es, fa fr¡nci6n administrati-
va del Estado ha devenido cada vez rnás conpleja, 1o mismo que las
actividades e intereses de los admini-strados.

En cuanto aI presente caso, rej-tero gue fue adnitido de
rnanerá defi¡ritiva por la Sala Tercera; y eü€, conp Sustanciador, debfa
resolverlo en eI fondo. Ittanif iesto, asimi-snro, que en mi proyecto fue
en favor del actor porgue éste en ningún monento solicita en la denranda
resarcimiento de derechos sulcjetivos; y porque se trata de un acto
admj¡istrativo notoria¡rente irregular, arbitrario e ilfcitor culd
ilegalidad, en rn:i conceptor rro debe ser convalidada por el tienpo
transct¡rrido. La circr¡nstar¡cia de gue senejarrte acto pueda afectar
derechos sr:bjetivos, no altera el fr:ndanento jurfdico del caso. Pues,
co¡Tp advierte Betancur Jaramillo: 'rDebe recordarse que en ciertas
hip6tesis la sinple nulidad prodrrce eI restablecimiento autonrático
del derecho". . . Por otra parte, debenps tener presente gue toda senten-
cia declaratoria de sinple nulidadr pof, "abstracta" gue sea, afecta
jndefectibtenente derechos sr.rbjetivos.

Por toilas las razones expuestas, disiento de Ia decisi6n
acordada por Ia rnayorfa de la SaIa Tercera (Contencioso Administrativa)
en la preser¡te dernanda, y SAL\IC MI VOTO.

FCChA: III SUPRA.

(Fdo. ) CESAR QUINIEROO
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